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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHOS PERSONAS PRIVADAS DE LA LIBERTAD / SON EL INPEC Y OTRAS ENTIDADES LOS RESPONSABLE DE GARANTIZARLOS Y NO LOS ORGANISMOS DE POLICÍA / RECLUSION EN ESTACIONES DE POLICÍA / TRASLADO A CÁRCELES.
Cierto es que las instituciones Policiales pueden servir como centros de detención preliminar a cargo del municipio, pero no lo es menos que aquellas solo están destinadas y diseñadas para la detención transitoria de personas a quienes no se les ha oficializado o definido su situación jurídica mediante una orden judicial.

Aunque el artículo 21 de la Ley 65 de 1993, modificado por el artículo 12 de la Ley 1709 señala que las cárceles de detención preventiva están dirigidas a las personas sindicadas, y el artículo 17 de la misma norma le delegó a los entes territoriales “la creación, fusión o supresión, dirección, y organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente…”, no puede confundirse este tipo de establecimientos de los que trata la norma CÁRCELES DE DETENCIÓN PREVENTIVA, con lugares como una Estación de Policía, pues debe partirse de la base de que estos sitios de los que habla la norma, necesariamente deben cumplir con condiciones específicas de infraestructura…
Cuando una persona se encuentra detenida, sin importar si está en calidad de sindicada o condenada, adquiere una relación de sujeción especial con el Estado a través del INPEC, así lo señala el inciso 3º del artículo 17 de la Ley 65 de 1993: “El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ejercerá la inspección y vigilancia de las cárceles de las entidades territoriales”, así como el artículo 304 de la Ley 906 de 2004: “cuando el capturado deba privarse de la libertad, una vez se imponga la medida de aseguramiento o la sentencia condenatoria, el funcionario judicial a cuyas órdenes se encuentre lo entregará inmediatamente en custodia al INPEC…”, por ende, es dicho Instituto, y no un Organismo Policial quien debe velar por la garantía del ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana que le son inherentes a la población reclusa a pesar de encontrarse privada de su libertad…
Así las cosas, resulta evidente que con la finalidad de mejorar las condiciones de las personas que se encuentran en la actualidad en Centros de detención preventiva, Estaciones de Policía y afines, es necesario que tanto las entidades del orden nacional como el INPEC y la USPEC, al igual que las Alcaldías y las Gobernaciones, establezcan planes conjuntos de acción a fin de adecuar, con la infraestructura necesaria, los sitios existentes o unos nuevos en donde puedan lograr ese objetivo de tener a los privados de la libertad en calidad de sindicados, y muchas veces de condenados, en sitios en los que sus derechos fundamentales no se vean menoscabados por las paupérrimas condiciones que ofrecen para que ellos estén allí por lapsos superiores a las 36 horas.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a las impugnaciones interpuestas en contra del fallo de tutela proferido por el Juzgado Penal del Circuito de Santa Rosa de Cabal, mediante el cual amparó los derechos fundamentales a la dignidad humana, salud y vida en condiciones dignas del señor MARN Y OTROS.
SINOPSIS DE LOS ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Previa acumulación de varias acciones de tutela instauradas por los accionantes referidas al inicio, las cuales versaban sobre los mismos hechos, dichos antecedentes fueron consignados por el Despacho de primer nivel en los siguientes términos: 
“La estación de policía cuenta con una sala de reflexión, en la que se encuentran detenidos preventivamente los señores: 
MARN a quien el Juzgado Sexto Penal Municipal con Función de Control y garantías libró la Boleta de Detención o Encarcelamiento N° 67 adiada el 23 de noviembre de 2020, por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
AFLC a quien el Juzgado Penal de conocimiento y con función de control de Garantías de santa Rosa de Cabal, le libró la Boleta de Detención o Encarcelamiento N° 76 adiada el 15 de diciembre de 2020, por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR Y HURTO CALIFICADO Y AGRAVADO (ART. 340, 239, 240 #2, 241 #10 C.P.), imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal.
JSBM a quien el Juzgado Único Promiscuo Municipal de la Celia Risaralda, le libró la Boleta de Detención o Encarcelamiento N° 14 adiada el 4 de febrero de 2021 por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR CON CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACIÓN PUNITIVA CON FINES DE TRÁFICO DE ESTUPEFACIENTES Y HOMICIDIO, EN CONCURSO HETEROGÉNEO CON HOMICIDIO AGRAVADO, EN CONCURSO HETEROGÉNEO CON TORTURA, EN CONCURSO HETEROGÉNEO CON FABRICACIÓN, TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, PARTES O MUNICIONES imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, ordenando reclusión en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
RAQB, a quien el Juzgado 4 Penal Municipal con Función de Control y Garantías de Pereira Risaralda, le expidió Boleta de Detención o Encarcelamiento N°031 adiada el 9 de noviembre de 2020, por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO EN CONCURSO CON FABRICACIÓN, TRÁFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS, PARTE O MUNICIONES imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, ordenando mi reclusión en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
YACV a quien el Juzgado Segundo Civil Municipal con Función de Control y Garantías de Santa Rosa de Cabal, le libro la Boleta de Detención o Encarcelamiento N°01 adiada el 24 de febrero de 2021, por la conducta punible de HURTO CALIFICADO - TENTATIVA, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
CAGQ a quien cuenta con boleta de detención Nro. 10 adiada el 29 de enero de 2021 de este despacho judicial, por el delito de ACTOS SEXUALES CON MENOR DE CATORCE AÑOS EN CONCURSO HOMOGENEO Y SUCESIVO CON ACTOS SEXUALES CON MENOR DE CATORCEAÑOS, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Mediana Seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
AOG a quien el Juzgado Penal de conocimiento y con función de control de Garantías de santa Rosa de Cabal, libró la Boleta de Detención o Encarcelamiento N°66 adiada el 21 de octubre de 2020, por el delito de TRAFICO, FABRICACON O PORTE DE ESTUPEFACIENTES, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
DGNM, a quien el Juzgado Penal de conocimiento y con función de control de Garantías de santa Rosa de Cabal, libró la Boleta de Detención o Encarcelamiento N° 003 adiada el 2 de febrero de 2021, por el delito de TRAFICO, FABRICACON O PORTE DE ESTUPEFACIENTES, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal.

LBT a quien el Juzgado 4 de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira Risaralda, le expidió la boleta de encarcelación el 16 de diciembre de 2020, ante la sentencia dictada por el Juzgado Tercero Penal Municipal con Función de Conocimiento de Pereira, por el delito de HURTO CALIFICADO TENTADO, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
DAVV, a quien el Juzgado Único Promiscuo de la Celia, Risaralda, expidió la boleta de detención Nro. 16 del 04 de febrero de 2021, por el delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR CON CIRCUNSTANCIAS DE AGRAVACION PUNITIVA CON FINES DE TRAFICO DE ESTUPEFACIENTES, EN CONCURSO HETEROGENEO CON TRAFICO DE ESTUPEFACIENTES EN CONCURSO HETEROGENEO CON FABRICACION,TRAFICO,PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO,ACCESORIOS,PARTES O MUNICIONES, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Armenia, Quindío. 
ROM a quien el Juzgado Único Promiscuo de Mistrató, Risaralda, libro boleta Nro. 014 adiada al 28 de septiembre de 2020, por delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO- TRAFICO FABRICACION O PORTE DE ESTUPEFACIENTES, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Anserma Caldas. 
LDGP, a quien el Juzgado Único Promiscuo de Mistrató, Risaralda, libro boleta Nro. 01 6 adiada al 28 de septiembre de 2020, por delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO- TRAFICO FABRICACION O PORTE DE ESTUPEFACIENTES, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Anserma Caldas. 
BAGP, a quien el Juzgado Único Promiscuo de Mistrató, Risaralda, libró boleta Nro. 014 adiada al 28 de septiembre de 2020, por delito de CONCIERTO PARA DELINQUIR AGRAVADO- TRAFICO FABRICACION O PORTE DE ESTUPEFACIENTES, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Anserma Caldas. 
AFHG a quien el Juzgado Único Promiscuo Municipal con Funciones de Control y Garantías de Marsella, Risaralda le libró boleta de detención Nro. 004 del 16 de enero de 2021, por el delito de TRAFICO, FABRICACION O PORTE DE ESTUPEFACIENTES, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
JASM a quien a quien el Juzgado Primero Civil Municipal con Función de Control y Garantías de Santa Rosa de Cabal, le libró la Boleta de Detención o Encarcelamiento N°06 adiada el 29 de julio de 2020, por el delito de HURTO CALIFICADO, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal.

JERL a quien el Juzgado Penal de conocimiento y con función de control de Garantías de santa Rosa de Cabal, libró la Boleta de Detención o Encarcelamiento N°071 adiada el 4 de noviembre de 2020, por el delito de HOMICIDIO AGRAVADO EN CONCURSO HETEROGENEO CON FABRCACION, TRAFICO, PORTE O TENENCIA DE ARMAS DE FUEGO, ACCESORIOS,PARTES O MUNICIONES, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
LFPR a quien el Juzgado Único Promiscuo Municipal de Balboa, Risaralda expidió la boleta de detención Nro. 001 adiada el 31 de enero de 2021, por el delito de VIOLENCIA INTRAFAMILIAR, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
JAA, a quien el Juzgado Sexto Penal Municipal de Santa Rosa de Cabal libró la boleta de detención Nro. 72 calendada el 23 de noviembre de 2020, por el delito de TRAFICO, FABRICACION O PORTE DE ESTUPEFACIENTES, imponiendo medida de aseguramiento privativa de la libertad, ordenando mi reclusión en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de mediana seguridad de Santa Rosa de Cabal. 
Por lo que deben de ser traslados al ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO Y CARCELARIO DE MEDIANA SEGURIDAD DE PEREIRA, conforme a las boletas de detención Nº 12, 23 y 17 expedidas por el Juez Competente, pero a la fecha no han realizado esta gestión, violándosele derechos fundamentales, como el debido proceso y a la dignidad humana, atendiendo que las estaciones de policías son lugares transitorios, que a la fecha se encuentra en condiciones precarias y de hacinamiento por cuanto supera por muchos la capacidad de albergar el número actual de detenidos.

PRETENSIONES:

Acorde con los hechos narrados en precedencia, los accionantes pidieron que se ordene a la Dirección General del INPEC, a la Dirección Regional Viejo Caldas, a los Establecimientos Penitenciarios de Mediana Seguridad de Santa Rosa de Cabal, Armenia y Anserma el traslado de las personas privadas de la libertad en la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal, Risaralda, a un centro carcelario y penitenciario.
ANTECEDENTES PROCESALES:
El Despacho sustanciador admitió la acción constitucional mediante auto del 26 de febrero de 2021, y en él ordenó correr traslado de la demanda a la Dirección General del Inpec, la Dirección Regional Viejo Caldas y el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Santa Rosa de Cabal; además, fueron vinculados de manera oficiosa el Ministerio de Justicia, el Establecimiento Penitenciario de Pereira “La 40”, la Defensoría del Pueblo del Departamento de Risaralda, la Fiduprevisora S.A, el Consorcio Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, el Patrimonio Autónomo Fondo Nacional de Salud de la Población Privada de la Libertad, la Unidad de Servicios Penitenciarios USPEC, el Comandante de la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal y el Departamental de Risaralda, la Gobernación de Risaralda, La Alcaldía de Santa Rosa de Cabal, el Juzgado Penal Municipal de Control de Garantías de Santa Rosa y ASMET SALUD EPS S.A.S. 
Una vez efectuado el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de instancia decidió: 
“PRIMERO: Amparar los derechos fundamentales a la dignidad humana, salud, e integridad personal de los señores MARN y otros, vulnerados por el INPEC, USPEC, LA ALCALDÍAMUNICIPAL de esta localidad y LA GOBERNACIÓN DEL DEPARTAMENTO DE RISARALDA. 

SEGUNDO: Para hacer efectivo el amparo concedido se profieren las siguientes disposiciones:

1. ORDENAR al INPEC, AL COMANDANTE DE LA POLICÍA NACIONAL DE SANTA ROSA DE CABAL Y A LA ALCALDÍA MUNICIPAL de la misma localidad, que procedan a trasladar a MARN y otros, en el menor tiempo posible y sin exceder de 8 días, a los establecimientos de reclusión de orden Nacional o Distrital que puedan albergarlos y que estén aptos para recibirlos en custodia, teniendo en cuenta la regla de equilibrio decreciente establecida en la sentencia T-388 del 2013, debiéndose dar prelación a los cupos que existan en las cárceles más cercanas a ésta localidad, de modo que no genere una situación de hacinamiento en los establecimientos carcelarios y penitenciarios receptores, siendo su obligación informar sobre la ubicación del detenido al juez que lo tenga a su disposición, en un término no mayor a 24 horas.

2. ORDENAR a la USPEC al INPEC, al Alcalde de Santa Rosa de Cabal y la Gobernación de Risaralda que de manera coordinada y dentro de las veinticuatro (24) horas siguientes a la notificación de esta sentencia, siempre y cuando no se haya dado su traslado al Centro Carcelario, pongan a disposición de los señores MARN y otros, un kit de aseo, colchoneta, almohada, sábanas y cobija y garantice su permanencia en instalaciones que cuenten con espacios adecuados, además servicio de baño en buen estado de funcionamiento.

3. ORDENAR a la Alcaldía de Santa Rosa de Cabal que asuma la prestación de los servicios de salud que requieran los accionantes a través del régimen subsidiado, si no hay prueba de su afiliación al Sistema de Seguridad Social en Salud y garantizar la continuidad en la prestación del servicio hasta que sea asumido por el sistema penitenciario y carcelario a través de la USPEC o el detenido recobre la libertad.

4. ADVERTIR al INPEC, AL COMANDANTE DE LA POLICÍA NACIONAL DE SANTA ROSA DE CABAL, al representante legal de la ALCALDÍA MUNICIPAL de la misma localidad y al representante legal de la GOBERNACIÓN DE RISARALDA que deben cumplir las órdenes relacionadas con anterioridad, so pena de las sanciones contempladas en el Decreto 2591 de 1991 para el desacato.

5. PEDIR a la Defensoría del Pueblo, que en cumplimiento de su función constitucional realice visitas periódicas a la Estación de Policia de esta localidad, con el fin de determinar el estado de reclusión de Los señores antes mencionados, verificando la efectividad de sus derechos fundamentales.
TERCERO: Declarar la existencia de un hecho superado en la acción de tutela interpuesta por el señor JASM con relación a la presunta vulneración de los derechos invocados.”

Para llegar a tomar esa decisión, el Despacho de primer nivel realizo un estudio normativo con el fin de definir sobre quién recae la responsabilidad o cuál de los accionados y vinculados está incurriendo en la violación de los derechos fundamentales de las personas privadas de la libertad en el caso concreto; de lo anterior concluyó que cuando una persona es privada de su libertad adquiere de manera inmediata la condición de sujeto de especial protección por parte del Estado, de tal manera, no se puede decir como lo pretenden algunos de los accionados, que la responsabilidad de la custodia y protección de las personas privadas de la libertad en calidad de sindicadas es exclusiva del INPEC, pues no puede pasarse por alto que la misma responsabilidad recae en cabeza de los entes territoriales, quienes en cumplimiento del mandato constitucional y legal deben destinar recursos para la creación de establecimientos que cumplan no solo con los requisitos de seguridad, sino también de salubridad que permita alojar al personal interno no condenado. 

Además, argumentó en el acápite de las consideraciones de la sentencia revisada, que los sujetos activos de esta acción se encuentran privados de la libertad en centros de detención transitoria, habiendo superado las 36 horas, que es el término máximo que una persona puede permanecer en ese tipo de lugares, los cuales no están diseñados para albergar personas por tiempos prolongados.

Expuso que las entidades vinculadas a este asunto, pretendieron trasladarse entre sí las responsabilidades, sin embargo, la falladora refirió que: 

i) Los directores de los Establecimientos Penitenciarios y Carcelario de Pereira, Santa Rosa de Cabal, Armenia y Anserma, tienen un grado de responsabilidad, en la medida en que las boletas de detención expedidas por los jueces constitucionales en sede de garantías, en cumplimiento de su deber legal dirigieron la orden de detención a esos establecimientos, motivo por el cual esos Directores no podían negarse al recibo de los detenidos bajo el argumento de no estar condenados, o no tener cupos, por cuanto los jueces son quienes disponen en qué establecimiento se debe cumplir la cautela personal.

ii) El Departamento de Risaralda y el municipio deben garantizar el goce de los derechos de los privados de la libertad sindicados, de acuerdo con los artículos 17 y 28A de la ley 65 de 1993, y más aún en el caso de los señores YACV, AFLC y AFHG, quienes no cuentan con la afiliación al sistema de Seguridad en salud

iii) La Dirección General del INPEC y la Dirección Regional Viejo Caldas, por su parte, tienen a cargo el control de las medidas de aseguramiento impuestas, sin importar la territorialidad de éstas, ya que también tiene a cargo, la inspección y vigilancia de las cárceles municipales y departamentales. – 
iv) La Estación de Policía Local no es una entidad que deban asumir obligaciones frente a la privación de la libertad de personas a las que se les impone la detención preventiva como medida de aseguramiento, sin embargo, su obligación es hacer los trámites correspondientes ante el INPEC para el traslado de las personas que se encuentran detenidas allí, lo cual hizo debidamente. 
4. Impugnación: 

Una vez notificada la decisión de instancia, se recibió dentro del término legalmente previsto las siguientes impugnaciones:

4.1 El coordinador del Grupo de Tutelas del INPEC del nivel Nacional José Antonio Torres Ceron, en el cual señaló que su intención es la de obtener la revocatoria parcial del fallo de primer nivel, específicamente en lo que tiene que ver con las órdenes impartidas a esa Institución, pues cuestionó que en dicho pronunciamiento no se hubiera analizado si los accionantes, se encuentran en calidad de sindicados, imputados o condenados; ni tampoco tuvo en consideración las restricciones consagradas en las Resoluciones 843 de 2020 y 666 de 2020 del Ministerio de Salud y Protección Social con respecto a la aplicación de medidas de protección y bioseguridad que impiden el traslado de PPL de Estaciones de Policía a los Establecimientos de Reclusión a cargo del INPEC dada la crisis sanitaria que atraviesa el mundo. 
Aseveró que la protección de las personas detenidas de manera preventiva la deben garantizar los organismos territoriales, y que la verdadera solución en este tipo de asuntos debe ser la construcción de las cárceles municipales para sindicados en un plazo perentorio, pues exaltó que su deber recae únicamente frente a personas condenadas. 
Indicó que con ocasión del estado de emergencia decretado por el Gobierno Nacional, se expidió el Decreto 804 de 2020 "Por el cual se establecen medidas para la adecuación, ampliación o modificación de inmuebles destinados a centros transitorios de detención a cargo de los entes territoriales y se adoptan otras disposiciones en el marco del Estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica", razón por la que los entes territoriales deben proceder de conformidad y atender a las personas detenidas preventivamente. También se refirió a la responsabilidad de las entidades territoriales en la construcción de cárceles municipales, de conformidad con el PND, así como el deber de brindar atención integral a los sindicados y detenidos preventivamente. 
Aunado a ello, dijo que, al atender la decisión impugnada, se pone en alto riesgo a la población privada de la libertad del ERON de un posible contagio, y que no puede perderse de vista que los privados de la libertad de dichos Establecimiento ERON se encuentran bajo relación especial de sujeción frente al Estado, en este caso del INPEC. Además, puntualizó que el fallo de marras contraviene disposiciones legales en tiempos de crisis como la suscitada por el Covid, lo que quiere decir que se incurrió en una extralimitación de funciones. Finalmente, señaló que la accionante no ha demostrado el perjuicio irremediable para que prospere la presente acción de amparo constitucional. 

4.2 El Coordinador del Grupo de Acciones Constitucionales de la USPEC, sostuvo que esa Unidad no tiene competencia para atender lo ordenado en el numeral segundo del fallo proferido de fecha 11 de marzo de 2021, teniendo en cuenta que la USPEC no equivale al INPEC ni es una dependencia de ese Instituto. Si bien ambas entidades hacen parte del Sistema Penitenciario y Carcelario y trabajan por el bienestar de los colombianos privados de la libertad, son dos entidades públicas del orden nacional diferentes y autónomas, con funciones y competencias específicamente distinguidas en los decretos 4150 y 4151 de 2011, respectivamente, y en la Ley 65 de 1993, modificada por la Ley 1709 de 2014.
Aclaró que el suministro de elementos de aseo y elementos de cama es competencia del INPEC, pues conforme al Decreto 4151 de 2011, esa entidad tiene por objeto ejercer, entre otros “la atención y tratamiento de personas privadas de la libertad”.
4.3 El apoderado del municipio de Santa Rosa de Cabal, refirió que la responsabilidad de custodia de detenidos preventivamente por orden judicial corresponde al INPEC de manera exclusiva y no a las entidades territoriales, pues cuando el artículo 17 del Estatuto penitenciario y Carcelario se refiere a la responsabilidad de los Departamentos y municipios frente a los detenidos preventivamente, lo hace respecto de los privados de la libertad por contravenciones de policía, situación que no se presenta en esta ocasión. 
Por otro lado, puso de presente que la posición asumida por el Juzgado A Quo, es contraria a la que asumida por el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal en un asunto similar, dentro del cual decidió desvincular al municipio. 
4.4 El Comandante del Departamento de Policía de Risaralda, sostuvo que no hace parte de sus competencias ni la de sus policías la custodia, vigilancia y traslado de la PPL. 
Argumentó que es precisamente la negativa del INPEC de recibir este tipo de población que la Policía se ha visto en la necesidad de trasladarlas a las Estaciones de Policía para proteger su integridad, y aclaró que han sido muchas las veces que ha presentada peticiones al INPEC para que realicen las gestiones bajo su cargo para el traslado de los detenidos. 
El recurrente pidió que se tenga en cuenta lo dicho en el pasado por esta Sala de Decisión dentro de la acción de tutela Rad. 66001318700120190003503
, en la que exoneró a esa entidad de las responsabilidades que le endilga el Juzgado de primer nivel. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia:  

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.

2. Problema jurídico: 

Le corresponde determinar a esta Sala de decisión si el fallo de primer nivel estuvo ajustado a derecho, de manera que merezca la ratificación de lo allí resuelto y las órdenes impartidas, o si hay lugar a modificarla o revocarla, de conformidad con los argumentos expuestos por los recurrentes en sus respectivas impugnaciones. 

3. Solución del problema jurídico: 
La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

A efectos de dar solución al problema jurídico propuesto, la Sala considera que es viable hacer uso de la línea de pensamiento que de tiempo atrás hemos venido sosteniendo en casos como el presente, en los cuales se ha sostenido que: 

1. Cierto es que las instituciones Policiales pueden servir como centros de detención preliminar a cargo del municipio, pero no lo es menos que aquellas solo están destinadas y diseñadas para la detención transitoria de personas a quienes no se les ha oficializado o definido su situación jurídica mediante una orden judicial.

2. Aunque el artículo 21 de la Ley 65 de 1993, modificado por el artículo 12 de la Ley 1709 señala que las cárceles de detención preventiva están dirigidas a las personas sindicadas, y el artículo 17 de la misma norma le delegó a los entes territoriales “la creación, fusión o supresión, dirección, y organización, administración, sostenimiento y vigilancia de las cárceles para las personas detenidas preventivamente…”, no puede confundirse este tipo de establecimientos de los que trata la norma CÁRCELES DE DETENCIÓN PREVENTIVA, con lugares como una Estación de Policía, pues debe partirse de la base de que estos sitios de los que habla la norma, necesariamente deben cumplir con condiciones específicas de infraestructura, y en todo caso con el respeto por los derechos fundamentales de los internos. 

En este caso, el Juzgado de primer nivel constató que la Estación de Policía de Santa Rosa de Cabal no cumple con las reglas mínimas de respeto por los derechos fundamentales de los privados de la libertad, porque es un centro de detención transitorio, cuyas condiciones de infraestructura no están diseñadas para albergar detenidos por tiempos prolongados, en otras palabras, no puede ser catalogado como una cárcel de detención preventiva, pues su estructura resulta inadecuada para dichos fines.

De cualquier modo, el único tercero o ajeno al INPEC con responsabilidades frente a la custodia y determinación de la estadía de las personas privadas de la libertad en calidad de sindicadas, sería el Organismo territorial o municipal y no el Policial.

3. Cuando una persona se encuentra detenida, sin importar si está en calidad de sindicada o condenada, adquiere una relación de sujeción especial con el Estado a través del INPEC, así lo señala el inciso 3º del artículo 17 de la Ley 65 de 1993: “El Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario ejercerá la inspección y vigilancia de las cárceles de las entidades territoriales”, así como el artículo 304 de la Ley 906 de 2004: “cuando el capturado deba privarse de la libertad, una vez se imponga la medida de aseguramiento o la sentencia condenatoria, el funcionario judicial a cuyas órdenes se encuentre lo entregará inmediatamente en custodia al INPEC o a la autoridad del establecimiento de reclusión que corresponda, para efectuar el ingreso y registro al Sistema Penitenciario y Carcelario…”, por ende, es dicho Instituto, y no un Organismo Policial quien debe velar por la garantía del ejercicio de los derechos fundamentales a la vida, la salud y la dignidad humana que le son inherentes a la población reclusa a pesar de encontrarse privada de su libertad, pero infortunadamente se ha convertido en una mala praxis por parte del INPEC el dejar en centros preventivos a las personas que son puestas en su custodia, aun cuando saben que en esos lugares hay pocas celdas, que las condiciones de salubridad no son adecuadas, que los espacios para asearse y para  que los reclusos hagan sus necesidades fisiológicas no dan abasto, desconociendo con ello que las condiciones de privación de la libertad de la PPL debe siempre ir en consonancia con los postulados constitucionales que avalan por el reconocimiento de la dignidad humana.
Aunado a lo que se viene diciendo y teniendo en cuenta que uno de los reproches de los impugnantes frente al fallo de tutela de primera instancia, es que este desconoce la suspensión de traslados de detenidos en centros transitorios a las cárceles, es necesario recordar que lo regulado por el art. 27 del Decreto 546 de 2020, fue una medida de carácter temporal que emitió el Gobierno Nacional para tratar de evitar contagios de COVID-19 en la población reclusa del país, pero tal medida no puede ser tomada, como lo pretende el INPEC, como algo perenne en el tiempo, y así quedó establecido en la norma en mención:  

“ARTÍCULO 27°. Suspensión del traslado de personas privadas de la libertad de entes departamentales o municipales. A partir de la fecha de vigencia del presente Decreto Legislativo, quedan suspendidas por el término de (3) meses, traslados de personas con medida aseguramiento de detención preventiva y personas condenadas que se encuentren en los centros detención transitoria como las Estaciones de Policía y Unidades de Reacción Inmediata, a los Establecimientos Penitenciarios y Carcelarios del orden nacional por cuenta del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (INPEC). las entidades territoriales, de conformidad con lo dispuesto en el 80 de 1990 Y artículo 17 la Ley 65 1993, deberán adelantar las gestiones para garantizar las condiciones reclusión de personas privadas la libertad, con medidas aseguramiento y condenadas en transitorios detención como Estaciones de Policía, Unidades de Reacción Inmediata y otros; durante este periodo podrán acudir a los fondos infraestructura carcelaria municipales o departamentales que hayan creado, con fuentes previstas en el parágrafo 3° del artículo 133 de la 1955 2019.”
En ese orden de ideas, es claro que en la actualidad pierde fuerza ese argumento del INPEC en cuanto a que no puede, en atención a esa disposición, recibir a los accionantes en los centros carcelarios de ese Instituto, sin embargo ello si permite entrever, tal como lo señaló la A quo, que la responsabilidad respecto a las personas que se encuentran privadas de la libertad en Centros de Detención Preventivo o Estaciones de Policía, no es exclusiva del INPEC, sino que es una tarea conjunta en la que deben asumir responsabilidad tanto los municipios como los departamentos, razón por la cual el Gobierno Nacional expidió el Decreto Legislativo 804 de 2020, que encargó, señalando para ello las herramientas necesarias, a las entidades territoriales a fin de que fueran estos y no el Instituto Nacional Penitenciario ni la USPEC, quienes adelantaran “la adecuación, ampliación o modificación de inmuebles destinados a centros transitorios de detención” a personas privadas de la libertad que podían ser trasladadas a un centro de reclusión a cargo del INPEC, sin embargo, lo anterior no quiere decir que la última de las mencionadas puede desentenderse de estas personas, como lo pretende, bajo la excusa de que así lo establece la norma en mención, muestra de ello es que la Máxima Guardiana Constitucional, en la sentencia C-395 de 2020 cuando realizó el estudio de constitucionalidad del Decreto Legislativo 804 de 2020, dejo claro que: 
“41.7. Al respecto, la Sala considera importante reiterar que las estaciones o subestaciones de policía y las unidades de reacción inmediata no pueden ser lugares en los que permanezcan personas más de las 36 horas establecidas en la Ley. Estos “centros de detención transitoria” como los ha denominado la jurisprudencia constitucional, deben cumplir con su naturaleza meramente “transitoria” y no ser lugares de reclusión ordinaria. De ese modo, las medidas adoptadas en el Decreto 804 de 2020 son excepcionales y su procedencia se sustenta en (i) la crisis sanitaria generada por la pandemia del Covid, (ii) las condiciones de hacinamiento que tienen estos lugares como consecuencia de la crisis del sistema penitenciario y carcelario, (iii) la incapacidad de las autoridades para tomar medidas urgentes y (iv) la obligación del Estado de garantizar unas condiciones mínimas de dignidad e integridad a las personas que tiene bajo su custodia por la especial relación de sujeción.

Los anteriores factores permiten concluir que las medidas dispuestas en el artículo 1° del Decreto Legislativo son constitucionales en tiempos extraordinarios y excepcionales. No obstante, es importante que estos espacios transitorios de detención no pierdan su naturaleza temporal y que las personas con medida de aseguramiento intramural sean puestas a disposición de la autoridad competente para ser llevadas a un establecimiento carcelario o penitenciario. En ese orden de ideas, las entidades territoriales en conjunto con las autoridades de nivel nacional como el INPEC y la USPEC, deberán adelantar otras soluciones complementarias a la dispuesta en el Decreto Legislativo 804 de 2020 dentro del marco de sus competencias legales ordinarias dispuestas en los artículos 17 y 21 de la Ley 65 de 1993, así como el artículo 133 de la Ley 1955 de 2019. Sin perjuicio de las actuaciones adelantadas en el marco del Decreto Legislativo 546 de 2020, se deben adelantar de forma prioritaria las medidas adecuadas y necesarias para ejecutar los traslados de las personas privadas de la libertad en centros de detención transitoria a las cárceles y establecimientos penitenciarios. 

Es absolutamente incierto conocer cuándo se puedan superar los impactos de la pandemia del coronavirus Covid-19 y pueda retornarse a la normalidad. Por eso, en materia de protección de las personas privadas de la libertad en estaciones de policía o URI, si se están tomando medidas extraordinarias para mejorar sus condiciones, con mayor razón deben cumplirse con las competencias ordinarias que por años han sido omitidas.  Las medidas ordinarias, en algunos casos donde el hacinamiento es crónico y supera los límites que impone el respeto a la dignidad y a los derechos fundamentales de los procesados, tendrán que consistir en la construcción o adecuación de inmuebles para estos propósitos, de manera que se amplíe la capacidad instalada que alojará a las personas sindicadas en tiempos de normalidad.” (Negrillas nuestras)

Así las cosas, resulta evidente que con la finalidad de mejorar las condiciones de las personas que se encuentran en la actualidad en Centros de detención preventiva, Estaciones de Policía y afines, es necesario que tanto las entidades del orden nacional como el INPEC y la USPEC, al igual que las Alcaldías y las Gobernaciones, establezcan planes conjuntos de acción a fin de adecuar, con la infraestructura necesaria, los sitios existentes o unos nuevos en donde puedan lograr ese objetivo de tener a los privados de la libertad en calidad de sindicados, y muchas veces de condenados, en sitios en los que sus derechos fundamentales no se vean menoscabados por las paupérrimas condiciones que ofrecen para que ellos estén allí por lapsos superiores a las 36 horas. 
Por lo dicho, la Sala considera que en este caso sí resultaba necesario intervenir en favor de los intereses de los accionantes, no obstante, atendiendo la crisis sanitaria en que nos encontramos en la actualidad, se torna imprescindible modificar la orden impartida, ampliando el plazo allí dado para indicar que el mismo será de treinta (30) días hábiles pues tal determinación debe adoptarse teniendo en consideración aspectos como la situación actualizada en relación con la PPL contagiada por el Coronavirus, al igual que el estado de salud de cada uno de los accionantes al momento de su traslado, por tanto se le ordenará a la Dirección General del INPEC, que en un lapso que no podrá exceder 30 días hábiles, garanticen el traslado de los señores MARN Y OTROS, a un centro de reclusión adscrito a ese Instituto, de acuerdo a lo dicho en la parte motiva de esta decisión.

De otro lado, se habrá de desvincular del presente asunto al Comando de Policía de Risaralda, a quien ninguna vulneración a los derechos fundamentales de los accionantes puede atribuírsele, toda vez que sus acciones han sido producto de la falta de colaboración de los organismos territoriales y el INPEC. 
En mérito de lo expuesto hasta aquí, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, en el sentido de acceder al amparo de los derechos fundamentales del señor MARN Y OTROS, acorde con lo dicho en la parte motiva de la presente decisión.
SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo del fallo en mención, en lo que respecta al plazo concedido al INPEC para realizar el traslado, si aún no lo ha hecho, de los accionantes a centros de reclusión a su cargo, para indicar que el mismo será de treinta (30) días hábiles.  

TERCERO: AGREGAR un numeral a la sentencia revisada, para INSTAR tanto a la Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Cabal, como a la Gobernación de Risaralda, para que acaten lo establecido en el Decreto Legislativo 804 de 2020, y asuman la responsabilidad que les asiste con aquellas personas que se encuentran en situación de detención preventiva en los Centros de Detención Transitoria y Estaciones de Policía, tanto el municipio en mención como en los demás municipios del departamento. 

CUARTO: DESVINCULAR del presente asunto al COMANDO DE POLICÍA DE RISARALDA. 

QUINTO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible y, posteriormente, remitirlo a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
Con impedimento
JULIÁN RIVERA LOAIZA

Magistrado
� M.P Manuel Yarzagaray Bandera. 
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